
 
 

RETIRO DEL SERVICIO ACTIVO  DE OFICIAL  DE  LA POLICIA NACIONAL  
VOLUNTAD DEL GOBIERNO – Persecución por relación afectiva con 
miembro de la institución de menor rango 
 
Una de las causales para efectuar el retiro del Personal de Oficiales de la Policía 
Nacional, es la voluntad del Gobierno, quien discrecionalmente y por razones del 
buen servicio puede disponer en cualquier momento la desvinculación del servicio 
activo de alguno de sus miembros, siempre que obre con recomendación previa 
de la Junta Asesora del Ministerio de Defensa respectiva, en otras palabras, el 
Gobierno Nacional, previa recomendación referida, tiene la facultad de retirarlos 
del servicio sin explicar o motivar la decisión, pues las medidas adoptadas en 
ejercicio de la facultad discrecional se presumen ajustadas a la normatividad y 
motivadas por el buen servicio público. Las pruebas permiten concluir que no es 
coherente la decisión de la administración, pues a pesar de recomendarla para 
ascenso desde el 3 de julio de 2002, el 9 del mismo mes y año la Junta Asesora 
recomendó su retiro de la Institución por voluntad del gobierno, a pesar de tener 
una clasificación superior en el servicio público. Lo anterior, aunado a las pruebas 
testimoniales que dan cuenta de una persecución en contra la demandante por la 
relación afectiva sostenida con un miembro de la Institución de rango inferior, 
permiten inferir que la decisión de disponer el retiro del servicio de la demandante 
fue ajena a razones del buen servicio que son las que, en últimas, deben motivar 
una medida discrecional como la que se ejerció.  
 
FUENTE FORMAL: DECRETO 1791 DE 2000 – ARTICULO 55 / DECRETO 1791 
DE 2000 – ARTICULO 62 / DECRETO 1512 DE 2000 – ARTICULO 55 
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  Se decide el recurso de apelación interpuesto por la apoderada del 

Ministerio de Defensa – Policía Nacional, contra la sentencia proferida el 30 de 



            
       
         
septiembre de 2011 por la Sala de Descongestión Subsección Laboral del Tribunal 

Administrativo de Antioquia.  

 

ANTECEDENTES 

 

En ejercicio de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho 

contemplada en el artículo 85 del C.C.A., la parte actora por intermedio de 

apoderado judicial, presentó demanda con el fin de obtener la nulidad de la 

Resolución No. 0808 de julio 16 de 2002, expedida por el Ministro de Defensa 

Nacional, por medio de la cual se dispuso su retiro del servicio activo de la Policía 

Nacional por voluntad del Gobierno.   

 

Como consecuencia de lo anterior, y a título de restablecimiento del 

derecho, solicitó ordenar su reintegro a la Policía Nacional en un cargo superior 

como si no hubiera habido solución de continuidad desde la desvinculación hasta 

el reintegro; declarar que la entidad es responsable de los daños morales; 

disponer el pago de todo lo dejado de recibir con base en el salario de 

Subteniente, del mismo modo como se ha pagado a sus compañeros de 

promoción, con todas sus adehalas y parafiscales, teniendo en cuenta los 

incrementos y ascensos que los han beneficiado; pagar, por concepto de daños 

morales, la suma equivalente a 2000 gramos de oro puro, de acuerdo al precio 

que certifique el DANE, indexar las sumas adeudadas, conforme a lo dispuesto en 

el artículo 178 del C.C.A., reconocer y pagar los intereses moratorios, de 

conformidad con lo ordenado en la Sentencia C-188 de 1999; darle cumplimiento a 

la sentencia en los términos de los artículos 176 a 178 ídem y no ordenar 

descuentos, a causa de dineros recibidos del erario público.  



            
       
         

Como hechos que sirven de fundamento a las pretensiones, relata 

los que se resumen a continuación:  

 

Ingresó como Subteniente a la Escuela de Cadetes de la Policía 

General Santander el 9 de julio de 1996 y salió de ella como alumna destacada el 

14 de mayo de 1999.  

 

Fue trasladada para laborar en la Estación de Candelaria de la 

Policía Metropolitana de Medellín, en donde permaneció 5 meses; de allí fue 

trasladada a la estación El Poblado de Vigilancia, en donde duró 10 meses; pasó a 

laborar a la estación de Belén de la misma metropolitana y permaneció 4 meses; 

luego estuvo en la Estación de Carabineros durante 4 meses; más adelante como 

Oficial de servicios en el Comando del departamento de la Policía Metropolitana 

de esa misma ciudad durante un mes y un mes más en la Estación Envigado en la 

misma metropolitana, nuevamente se desempeñó como oficial de servicios en el 

Comando durante 15 días y finalmente en la Estación de Candelaria.  

 

Al ser trasladada como Comandante de la Estación de Policía Belén 

conoció a un joven de inferior grado en la Institución, por quien sintió una fuerte 

atracción, situación que generó rechazo absoluto de sus compañeros por 

considerar que era un irrespeto a la jerarquía; ello dio lugar a ser llamada a 

entrevista por sus superiores para que dejara su relación personal y sentimental 

con el agente pues, de no ser así, sería retirada de la institución; incluso fue 

llevada a asesoría psicológica para que entendiera su desubicación sentimental.  

 

Durante los primeros días del mes de marzo, le informó a sus 

superiores sobre su estado de embarazo de alto riesgo, razón por la cual pidió 



            
       
         
traslado para no continuar en vigilancia, ni en carabineros por ser una comuna 

peligrosa; se presentó a la Clínica de la Policía Nacional para su tratamiento 

preparto y a pesar de recibir una atención adecuada, se rumoró acerca del hecho 

vergonzoso, por ser una joven Oficial madre soltera, lo que constituye una 

amoralidad al interior de la Institución; por lo tanto surgieron fuertes presiones 

psicológicas y morales que conllevaron la pérdida de su bebé el día 20 de marzo 

de 2002.  

 

Debido a la situación anterior, el médico tratante le concedió 28 días 

de excusa médica, pero el mando institucional se molestó por la situación diciendo 

que ella por ser soltera no podía haber quedado embarazada y por tal razón debía 

cumplir su excusa dentro del casino de oficiales; ello dio lugar a que elevara un 

derecho de petición con miras a atender su estado post parto en su residencia.  

 

Tales sucesos dieron lugar a ser llamada prontamente a curso para 

ascenso y mientras tanto, internamente, se preparó su retiro por los cuestionables 

hechos de haberse enamorado de un inferior y quedar en estado de embarazo 

siendo soltera; de tal forma, el 22 de julio de 2002 llegó al Centro de Estudios 

Superiores de la Policía enviada en comisión de estudios para adelantar el curso 

para Teniente, a pesar que desde el 16 de julio de 2002 se había expedido la 

resolución ministerial mediante la cual se había dispuesto su retiro de la 

Institución.  

 

LA SENTENCIA APELADA 

 

El Tribunal Administrativo de Antioquia accedió a las súplicas de la 

demanda.  



            
       
         

 

Consideró que a pesar de que la ley consagra el retiro del servicio en 

ejercicio de la facultad discrecional, la aplicación de esta medida se entiende 

adoptada en aras del buen servicio; sin embargo, de las pruebas testimoniales 

recaudadas se pudo establecer que para la época de su retiro fueron múltiples las 

presiones institucionales y los señalamientos que le hicieron por mantener una 

relación sentimental con un inferior; además, las calificaciones de servicio dieron 

lugar a obtener una clasificación “superior”, obtuvo varias anotaciones positivas y 

felicitaciones en su hoja de vida; así mismo, fue llamada para curso de ascenso, a 

pesar de que ya se había elaborado el acto que contenía su retiro de la institución; 

hechos que analizados en su conjunto, permiten concluir que los móviles de su 

retiro no estuvieron orientados por el mejoramiento del servicio público.  

 

EL RECURSO DE APELACION 

 

  La entidad demandada apeló oportunamente la decisión del Tribunal 

solicitando que se revoque y en su lugar se denieguen las súplicas de la demanda.  

 

  Sostuvo que la cercanía entre el llamado para ascenso y el retiro de 

la institución no es razón para que un miembro de ella no pueda ser retirado del 

servicio, pues un acto no conlleva al otro, son independientes y ello no permite 

configurar la desviación de poder.  

 

  Dijo que no se puede asegurar que la razón del retiro ocurrió debido 

a la relación amorosa de la demandante con un patrullero, pues al interior de la 

institución existen muchas relaciones de ese tipo; además, su desvinculación solo 

fue el resultado del ejercicio de la facultad discrecional.  



            
       
         
 

  Agregó que la eficiente prestación del servicio y el buen desempeño 

no pueden desvirtuar el ejercicio de la facultad discrecional, pues esas 

condiciones son connaturales al servicio público.   

 

CONCEPTO DEL MINISTERIO PÚBLICO 

 

  El Procurador Segundo Delegado ante el Consejo de Estado en su 

concepto solicita que se confirme la sentencia apelada. Los argumentos que 

invoca  son, en síntesis, los siguientes:  

 

  De las pruebas testimoniales recaudadas se puede establecer que la 

intención del agente estatal buscó fines diferentes al buen servicio público, pues 

las declaraciones coinciden en afirmar que la desvinculación se produjo por la 

relación sentimental sostenida por la demandante con otro empleado de la 

Institución pero de inferior rango, lo que atenta contra el derecho al libre desarrollo 

de la personalidad de la demandante, al imponer límites en las relaciones de su 

fuero interno. 

     

  Se decide, previas estas 

 

CONSIDERACIONES 

  

En ejercicio de la acción de nulidad y restablecimiento de derecho de 

carácter laboral la señora ADRIANA DEL PILAR PÉREZ BARACALDO a través de 

apoderado judicial, demandó la nulidad de la Resolución No. 0808 de julio 16 de 



            
       
         
2002 por medio de la cual el Ministro de Defensa Nacional dispuso su retiro del 

servicio activo por voluntad del Gobierno.  

 

La demandante laboró en la Policía Nacional en condición de 

Subteniente, desde el 28 de mayo de 1999 hasta el 16 de julio de 2002, como se 

informa en la constancia expedida por el Jefe del Área de Recursos Humanos de 

la Policía Metropolitana del Valle de Aburra1.  

 

El retiro del servicio se produjo por voluntad del Gobierno, según se 

señaló en la Resolución No. 0808 de julio 16 de 2002 (fl. 192).  

 

  El retiro discrecional del servicio para el personal de Oficiales, Nivel 

Ejecutivo, Suboficiales y Agentes de la Policía Nacional está normado por el 

Decreto Ley 1791 de 2000, así: 

 
“ARTÍCULO 54.  RETIRO.  Es la situación por la cual el 
personal uniformado, sin perder el grado, cesa en la obligación 
de prestar servicio. 
 
El retiro se hará del nivel ejecutivo, y agentes, por resolución 
ministerial, facultad que podrá delegarse en el Director General 
de la Policía Nacional.” 
El acto administrativo acusado fundamentó el retiro de la 

demandante en la facultad discrecional de conformidad con lo establecido en los 

artículos 55 numeral 6º y 62 del Decreto 1791 de 2000, que “modifica las normas 

de carrera del personal de oficiales y suboficiales de las Fuerzas Militares”, cuyo 

tenor literal es el siguiente:   

 

“ARTÍCULO 55. CAUSALES DE RETIRO. El retiro se produce 
por las siguientes causales: 
 

                                                 
1 Folio 5 del expediente.  



            
       
         

1. Por solicitud propia. 
2. Por llamamiento a calificar servicios. 
3. Por disminución de la capacidad sicofísica. 
4. Por incapacidad absoluta y permanente o gran invalidez. 
5. Por destitución. 
6. Por voluntad del Gobierno para oficiales y del Ministro de 
Defensa Nacional, o la Dirección General de la Policía 
Nacional por delegación, para el nivel ejecutivo, los 
suboficiales y los agentes. 
7. Por no superar la escala de medición del Decreto de 
Evaluación del Desempeño Policial. 
8. Por incapacidad académica. 
9. Por desaparecimiento. 
10. Por muerte.  
 
( . . . ).”2 

 

  El artículo 62 ibídem en su redacción inicial, que estaba vigente al 

momento en que se produjo el retiro del servicio de la demandante, disponía: 

 
“ARTÍCULO 62. RETIRO POR VOLUNTAD DEL GOBIERNO, 
O DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE LA POLICÍA NACIONAL. 
Por razones del servicio y en forma discrecional, el Gobierno 
Nacional para el caso de los oficiales o la Dirección General de 
la Policía Nacional por delegación del Ministro de Defensa 
Nacional, para el nivel ejecutivo, los suboficiales, y agentes 
podrán disponer el retiro del personal con cualquier tiempo de 
servicio, previa recomendación de la Junta Asesora del 
Ministerio de Defensa para la Policía Nacional para los oficiales 
o de la Junta de Evaluación y Clasificación respectiva para los 
demás uniformados.”3 
 

Por su parte, los artículos 55 y 57 del Decreto 1512 de 2000 se 

refieren a la Junta Asesora del Ministerio de Defensa Nacional para la Policía 

Nacional en los siguientes términos:  

“Artículo 55. Junta Asesora del Ministerio de Defensa Nacional 
para la Policía Nacional. La Junta Asesora del Ministerio de 
Defensa Nacional para la Policía Nacional estará integrada por: 
 
1. El Ministro de Defensa Nacional 
2. El Director General de la Policía Nacional 
3. El Subdirector de la Policía Nacional 

                                                 
2 Los apartes tachados se declararon inexequibles por la Corte Constitucional en sentencia C-253 de 2003, 
Magistrado Ponente Álvaro Tafur Galvis.  
3 Los apartes tachados fueron declarados inexequibles por la Corte Constitucional mediante la misma 
sentencia citada en el pie de página precedente.  



            
       
         

4. Los Oficiales Generales de la Policía Nacional en servicio 
activo, que se encuentren en la guarnición de Bogotá.” 

 
“Artículo 57. Funciones de las Juntas Asesoras. Son funciones 
comunes de las Juntas Asesoras las siguientes: 
 
1. Asesorar al Ministro de Defensa Nacional en todos los 
asuntos relativos a la organización y preparación de las Fuerzas 
Militares y de la Policía Nacional para la defensa de la 
soberanía nacional, el mantenimiento del orden interno y la 
seguridad nacional. 
 
2. Asesorar al Ministro en la preparación de los planes 
referentes a la administración de los bienes destinados a la 
defensa nacional y en la aplicación de los fondos que se 
incluyan anualmente en el presupuesto nacional para el 
sostenimiento y dotación de las Fuerzas Militares y de la Policía 
Nacional y en los demás asuntos que el Ministro someta a su 
consideración. 
 
3. Aprobar o modificar las clasificaciones de los Oficiales y 
recomendar al Gobierno, por intermedio del Ministro de Defensa 
Nacional los ascensos, llamamientos al servicio y retiros de los 
Oficiales de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, así 
como recomendar los nombres de los Oficiales Superiores que 
deban asistir a los cursos reglamentarios, de acuerdo con las 
normas legales sobre la materia.” 
 

De la normatividad antes transcrita se observa que una de las 

causales para efectuar el retiro del Personal de Oficiales de la Policía Nacional, es 

la voluntad del Gobierno, quien discrecionalmente y por razones del buen servicio 

puede disponer en cualquier momento la desvinculación del servicio activo de 

alguno de sus miembros, siempre que obre con recomendación previa de la Junta 

Asesora del Ministerio de Defensa respectiva, en otras palabras, el Gobierno 

Nacional, previa recomendación referida, tiene la facultad de retirarlos del servicio 

sin explicar o motivar la decisión, pues las medidas adoptadas en ejercicio de la 

facultad discrecional se presumen ajustadas a la normatividad y motivadas por el 

buen servicio público.  

 



            
       
         

 Lo anterior implica que el retiro del servicio de la demandante se 

produjo por una de las causales previamente consagradas en la ley y una vez 

cumplidos los requisitos que ella exige, para adoptar una medida de tal naturaleza.  

 

 No obstante, en la demanda se alega que el acto acusado no estuvo 

orientado por razones de buen servicio, sino que obedeció al malestar reinante en 

la Institución Policial, a causa de la relación sentimental que la demandante 

sostenía con un miembro de la misma Institución, pero de un rango inferior.  

 

 Como prueba de lo anterior, solicitó recibir diferentes pruebas 

testimoniales, cuyos apartes pertinentes se proceden a citar a continuación:  

 

“…Ella me invitó a la estación Laureles a un llamado del 
comandante y en ese momento escuché cuando el (sic) le 
manifestó que debería dejar los amores con el Patrullero 
Juan Camilo Ramírez que también trabajaba en Belén, de lo 
contrario que la trasladaría para otra estación, pasó el 
tiempo y al patrullero lo trasladó el coronel castillo para la 
estación de Policía carabineros del barrio Boyacá las brisas de 
aquí de Medellín luego a unos días más la teniente Adriana la 
trasladó para la estación de Policía de Laureles… Sí, hubo 
persecuciones por parte de (sic) señor Coronel que ya 
nombré YESID CASTILLO y por el Comandante de la 
estación Belén del año 2001 del que no recuerdo nombre, el 
coronel a toda (sic) horas le decía y molestaba por la 
relación del patrullero Juan Camilo y el otro comandante le 
manifestó que ya había escuchado lo que el coronel castillo 
quería varias veces en formaciones en servicios de estadio…”4  

 

“…cierto día en horas de la mañana, me encontraba realizando 
dicha actividad cuando para esa fecha me encontré con la 
teniente ADRIANA PÉREZ BARACALDO en la guardia del 
comando, en esos momentos entero (sic) el general CASTRO 
CASTRO JORGE, le dijo a ella que cuál era el problema que 
ella se estaba buscando que si se quería ir para la casa que 
buscara gente de la altura de ella y que la esperaba en el 
comando… ella me informó que salía con un subintendente 
y que los altos mandos la estaban molestando mucho por 

                                                 
4 Declaración de Luis Ángel Mena Martínez, quien según su versión adujo que incluso en público, era 
recurrente el llamado de atención a la demandante por su relación afectiva con un patrullero (fls. 233-235).  



            
       
         

esa relación y que tenía temor que la retiraran por eso, a los 
días como a los dos o tres meses me di cuenta que la habían 
retirado… el día que estábamos en la guardia el general fue 
muy concreto en decirle que la retiraba por estar con ese 
muchacho de menor categoría que ella yo lo escuche como lo 
dije estaba hablando con ella cuando se lo dijo…”5   

  

“…en varias oportunidades llegaba el señor Coronel 
CASTILLO YESID, y le decía que si no dejaba la relación 
que tenía con el patrullero RAMÍREZ JUAN CAMILO, la iba a 
hacer echar de la Policía ya que o (sic) para ellos no es 
permitido que un Oficial tenga relaciones de noviazgo o 
esposos con un subalterno como en este caso un Patrullero, 
esto lo hacía en varias oportunidades en la guardia, el (sic) la 
oficina o en servicio de estadio que nos tocaba ahí… escuché 
cuando el coronel castillo le dijo que la iba hacer echar, 
que esperara el retiro para cuando estuviera haciendo 
curso de ascenso y a los poquitos días de estar haciendo 
curso de ascenso la retiraron de la institución… Lo único es que 
casi no le daban descanso el Coronel CASTILLO, y maltrato 
psicológico por que a cada momento la acosaban y la 
hacían llorar por la relación con el patrullero y por la 
discriminación por que ningún oficial aceptaba que ella tuviera 
esa relación…”6   

 

Las versiones anteriores coinciden en afirmar que los superiores de 

la demandante reiteradamente e incluso en público le hacían diferentes 

recriminaciones a causa de su relación afectiva con un miembro de la Institución 

de inferior rango, generando un ambiente laboral desfavorable.  

 

Ahora bien, con la prueba documental recaudada, se puede 

establecer lo siguiente:  

 

La demandante estuvo en estado de embarazo, como da cuenta la 

hoja de evolución clínica visible a folio 53, motivo por el cual el médico cirujano de 

la Clínica Nuestra Señora de Belén le concedió 28 días de excusa (fl. 33).  

                                                 
5 Declaración rendida por Jorge Enrique Andrade Torrez, quien se desempeñaba como Secretario de 
Disciplina del Distrito de Policía de Medellín para la época de los hechos (fls. 235 y 236).  
6 Declaración tendida por Jahir Alberto Muñoz García, quien se desempeñaba como Secretario del 
Comandante de la estación de Policía de Belén.  



            
       
         

 

El Comandante de la Estación de Policía Las Brisas, mediante 

memorando 0301 de 25 de marzo de 2002 (fl. 13) le informó que la excusa la 

debía cumplir de acuerdo al régimen interno institucional y por tal razón debía 

registrar hora de ingreso y salida en el libro de control de excusados.  

 

La demandante solicitó permiso para permanecer en su lugar de 

residencia durante tales días, por encontrarse excusada para el servicio, dado su 

grave estado de salud (fl. 14).  

 

El 25 de mayo de 2002 (fl. 34) la demandante sufrió un aborto, según 

consta en su hoja de evolución médica.  

 

El 28 de junio de 2002 la demandante recibió una felicitación por 

parte de todo el personal que integra la Policía Metropolitana del Valle de Aburra, 

por haber sido llamada a curso de ascenso (fl. 21).  

 

En efecto, mediante poligrama enviado vía fax el 3 de julio de 2002 

(fl. 16) el Jefe del Área de Recursos Humanos de la Policía Metropolitana del Valle 

de Aburrá envió la relación de personal que había sido llamado para curso de 

ascenso, en cuya lista figura la demandante.  

 

Ahora bien, los formularios de evaluación de desempeño de la 

demandante reflejan un buen desempeño en sus funciones, ubicándola en una 

clasificación “superior”, en el periodo evaluado de enero 1º a abril 24 de 2002 (fls. 

23 y 24) y las anotaciones de su hoja de vida muestran diferentes anotaciones 

positivas por las actividades realizadas en la Institución, así como felicitaciones 



            
       
         
por su buen desempeño y si bien tuvo 3 anotaciones negativas, ellas  ocurrieron 

por lo menos con 2 años y medio de anterioridad al momento de su retiro del 

servicio.  

 

Las pruebas aludidas con anterioridad permiten concluir que no es 

coherente la decisión de la administración, pues a pesar de recomendarla para 

ascenso desde el 3 de julio de 2002, el 9 del mismo mes y año la Junta Asesora 

recomendó su retiro de la Institución por voluntad del gobierno, a pesar de tener 

una clasificación superior en el servicio público.  

 

Lo anterior, aunado a las pruebas testimoniales que dan cuenta de 

una persecución en contra la demandante por la relación afectiva sostenida con un 

miembro de la Institución de rango inferior, permiten inferir que la decisión de 

disponer el retiro del servicio de la demandante fue ajena a razones del buen 

servicio que son las que, en últimas, deben motivar una medida discrecional como 

la que se ejerció.  

 

Si bien es cierto la Junta Asesora del Ministerio de Defensa para la 

Policía Nacional tenía la facultad de recomendar el retiro de los Oficiales de la 

Institución por voluntad del Gobierno Nacional, previo análisis de la hoja de vida 

de los mismos, también lo es que las evaluaciones realizadas en torno al 

desempeño de la demandante y su simultánea recomendación para ascenso a un 

grado superior, desvirtúan la inconveniencia de su permanencia en la misma y 

permiten concluir que al no ser inconveniente su permanencia, fueron otras 

razones diferentes a su servicio, las que motivaron el retiro, lo que desvirtúa la 

legalidad del acto discrecional.  

 



            
       
         

De acuerdo con los anteriores considerandos, se impone confirmar la 

decisión de primera instancia, en la medida en que fue desvirtuada la legalidad del 

acto que retiró del servicio a la demandante en ejercicio de la facultad discrecional.  

  

  En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo 

Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección “A”, administrando 

justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, 

 

F A L L A 

 

 

CONFÍRMASE la sentencia del treinta (30) de septiembre de dos mil 

once (2011) proferida por la Sala de Descongestión Subsección Laboral del 

Tribunal Administrativo de Antioquia, que accedió a las pretensiones de la 

demanda formulada por ADRIANA DEL PILAR PÉREZ BARACALDO contra la 

NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – POLICÍA NACIONAL. 

 

Cópiese, notifíquese, devuélvase el expediente al Tribunal de origen 

y cúmplase.  

 

La anterior providencia fue estudiada y aprobada por la Sala en 

sesión de la fecha. 

 

 
 

 
 
 

GUSTAVO GÓMEZ ARANGUREN   ALFONSO VARGAS RINCÓN   



            
       
         

 

 

 

LUIS RAFAEL VERGARA QUINTERO 

 

 

 

 


